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PETICIÓN / REPUESTA TARDÍA / SE CONCEDE / REVOCA Y NIEGA POR HECHO SUPERADO - En el sub lite se percibe que le asistía razón a la ciudadana GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO al instaurar la tutela, porque pese a elevar petición a las entidades accionadas, desde agosto 17 de 2017, a la fecha de interposición de la acción -diciembre 12 de 2017- no se le había entregado respuesta de fondo.

Ahora bien, con ocasión de la documentación que se arrimó por parte de la Secretaría de Educación al momento de interponer alzada contra la primera decisión, que hubo de invalidar esta Corporación, se advierte que en la misma reposa respuesta que por parte de dicho funcionario envió al abogado de la actora , donde responde a lo reclamado.

Ahora bien, el disenso del agente del Ministerio Público, lo hace consistir en la impropiedad en que incurrió el a quo, por cuanto no obstante haber amparado el derecho fundamental de petición de la señora GONZÁLEZ DE PATIÑO, declaro la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.

Frente a la situación objeto de disenso, debe empezar por manifestar la Sala, que la providencia que adoptó el a quo en este asunto, era la postura que en anteriores oportunidades había asumido esta misma Corporación en casos similares a los que ahora es objeto de estudio, por vulneración al derecho de petición, al considerar que en efecto la entidad accionada había quebrantado tal garantía por la mora en responder lo solicitado, pero al haberse verificado dentro del trámite constitucional, así fuera de manera tardía, que se había entregado la respuesta pertinente, se optaba por declarar la carencia actual del objeto por hecho superado.

Y precisamente, en diversas ocasiones, cuando arribaban a esta Sala en sede de impugnación tutelas en las que se evidenciaba tal circunstancia, se era del criterio que al haberse proferido la sentencia de primer nivel conforme a derecho, debía procederse a su confirmación, para luego decretarse la carencia actual del objeto por hecho superado.

No obstante, hubo de variarse tal posición por cuanto en sentencia de Tutela dictada por la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, se estimó que en estos casos la decisión a asumirse sería la de negar la protección invocada, al carecer de sentido tutelar y a su vez declarar la existencia de dicho fenómeno. Al respecto y con fundamento en la Sentencia T-357 de 2007, en la mencionada providencia se indicó: “[…] Finalmente, la Sala considera oportuno aclarar que cuando se configura un hecho superado la decisión que debe adoptarse ha de ser la de negar la protección deprecada, pues ningún sentido tiene tutelar y a su vez declarar la existencia de dicho fenómeno, como lo decidió el Tribunal, que sin pretender endilgar alguna irregularidad, sí se puede calificar como una imprecisión que debe corregirse”  . 

En el caso objeto de estudio, se aprecia que el funcionario de primer nivel actuó de similar manera como había procedido con antelación esta misma Corporación, pero a la hora de ahora y con fundamento en los planteamientos de la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, debe señalarse que al haberse dado respuesta a la solicitud que elevó el apoderado de la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ por parte de la Secretaría de Educación con antelación a emitir la sentencia constitucional, lo correcto era negar el amparo por haberse presentado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo pide el recurrente. 

En ese orden de ideas, se revocará la sentencia dictada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición del que es titular la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO, y en consecuencia se negará la protección exigida, al configurarse la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado .
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Procurador 290 Judicial I Penal de Pereira (Rda.), contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada mediante apoderado por la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO, La Secretaría de Educación del Municipio de Pereira, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la FIDUPREVISORA S.A.

2.- DEMANDA 

El apoderado de la señora GONZÁLEZ DE PATIÑO informa que se obtuvo sentencia favorable emitida en febrero 28 de 2017 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda sobre el reconocimiento y pago de la sanción moratoria a que alude el artículo 5° de la Ley 1071/16, por lo cual mediante petición de agosto 17 de 2017 requirió al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -en adelante FOMAG-, Secretaría de Educación de Pereira, y  Fiduciaria la Previsora S.A. -en adelante FIDUPREVISORA- para el pago de la referida sentencia, sin que a la fecha se hubiera dado respuesta oportuna.

Pide que se ordene a las accionadas que respondan el requerimiento elevado y se expida el acto administrativo de reconocimiento del derecho estipulado en el fallo.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela por auto de diciembre 13 de 2017, el juez de primer nivel ordenó correr traslado de la misma al Presidente y al Director del FOMAG, al Presidente de la FIDUPREVISORA S.A., así como al Secretario de Educación del Municipio de Dosquebradas. Posteriormente, por auto  de diciembre 22 de 2017 desvinculó del trámite a dicho Secretario de Educación y ató a su homólogo del Municipio de Pereira.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de diciembre 27 de 2017 y dentro del término constitucional, donde se dejó constancia del silencio de los vinculados, el juzgado de instancia profirió sentencia por medio de la cual tuteló el derecho fundamental de petición de la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO y le ordenó al Gerente del FOMAG, al Presidente de la FIDUPREVISORA  y al Secretario de Educación de Pereira (Rda.) que en un plazo de  seis (06) días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la notificación de dicha sentencia, de manera coordinada y dentro del ámbito de sus competencias respondan la solicitud presentada por la accionante desde agosto 17 de 2017, para que se le dé cumplimiento a la sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda.

3.3.- Contra dicha determinación, el Secretario de Educación de Pereira, interpuso recurso de apelación, en la que hizo alusión a la vulneración del debido proceso y derecho a la defensa, al no haber sido tenida en cuenta la respuesta que en oportunidad presentó al despacho y en la cual indicaba lo siguiente: (i) la solicitado por la actora fue allegada a esa Secretaría en agosto 17 de 2017 -donde fue entregada por el abogado con sus soportes y su radicación se registra en el plataforma NURF II- y enviada a la FIDUPREVISORA mediante en septiembre 28 de 2017; donde actualmente se encuentra en estado “En Tránsito” como se aprecia en la plataforma, lo que indica que no se ha estudiado; (ii) hace alusión a la norma  que establece la competencia de las Secretarías de Educación y de la Fiduciaria encargada del manejo de los recursos del FOMAG -FIDUPREVISORA- y al Comunicado 010 de septiembre 01 de 2017 emanado de dicha entidad donde señala que a los fallos judiciales no se les debía efectuar proyecto de acto administrativo y que se debía proceder a su radicación en el aplicativo NURF II, previa verificación de la documentación y remitir el expediente completo al FOMAG para dar cumplimiento inmediato, al ingresar el requerimiento de prestación a la nómina; (iii) como se aprecia la FIDUPREVISORA no ha estudiado la solicitud, paso previo al proceso de pago, y (iii) pide se desvincule de este trámite al haber actuado conforme a derecho.

3.4.- Una vez fue recibida la actuación a esta Sala para desatar la impugnación, por auto de marzo 15 de 2018, se decretó la nulidad de lo actuado a partir de la decisión dictada por el despacho de primer nivel, para que se emitiera nueva providencia en la que se consultara la respuesta que fue entregada  por la Secretaría de Educación de Pereira y garantizar con ello su derecho a la defensa y al debido proceso. 
3.5.- Avocado nuevamente el conocimiento del trámite por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, se profirió fallo en abril 10 de 2018, por medio del cual se amparó el derecho fundamental de petición del que es titular la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO, y a la vez declaró la carencia actual del objeto por hecho superado, al verificarse que, aunque de manera tardía, le fue respondida su solicitud.
4.- IMPUGNACIÓN
Dentro del término oportuno el Procurador 290 Judicial I Penal de Pereira, interpuso recurso de apelación, el cual argumento de la siguiente manera:

El juez de primer nivel advirtió dentro del referido trámite, que una de las entidades accionadas, más concretamente la Secretaría de Educación de Pereira, adjuntó oficio donde daba respuesta a la petición elevada por la actora, por lo cual se configura la carencia actual del objeto, pero aun así resolvió conceder la tutela, pese a que la Corte Constitucional ha reiterado que cuando se presenta la carencia actual del objeto, el hecho superado o la cesación de la actuación impugnada, el juez constitucional declarará improcedente el amparo y prevendrá a las personas naturales o jurídicas  para que en el futuro no incurran en tal omisión.
Pide se revoque la providencia y en consecuencia se niegue la tutela por carencia actual del objeto y se realicen las prevenciones pertinentes.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO, pero a la vez declaró la carencia actual de objeto por hecho superado. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola como lo pide el Procurador recurrente.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
De la información arrimada al dossier, se aprecia que la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO mediante petición de agosto 17 de 2017 requirió al FOMAG, Secretaría de Educación de Pereira, y  FUDUPREVISORA para el pago de la sentencia proferida en febrero 28 de 2017 por el  Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, sin que a la fecha de interposición de la acción constitucional se le hubiera contestado, por lo cual pide la protección de dicha garantía constitucional.

En efecto Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del plazo legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el sub lite se percibe que le asistía razón a la ciudadana GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO al instaurar la tutela, porque pese a elevar petición a las entidades accionadas, desde agosto 17 de 2017, a la fecha de interposición de la acción -diciembre 12 de 2017- no se le había entregado respuesta de fondo.

Ahora bien, con ocasión de la documentación que se arrimó por parte de la Secretaría de Educación al momento de interponer alzada contra la primera decisión, que hubo de invalidar esta Corporación, se advierte que en la misma reposa respuesta que por parte de dicho funcionario envió al abogado de la actora
, donde responde a lo reclamado.

Ahora bien, el disenso del agente del Ministerio Público, lo hace consistir en la impropiedad en que incurrió el a quo, por cuanto no obstante haber amparado el derecho fundamental de petición de la señora GONZÁLEZ DE PATIÑO, declaro la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.

Frente a la situación objeto de disenso, debe empezar por manifestar la Sala, que la providencia que adoptó el a quo en este asunto, era la postura que en anteriores oportunidades había asumido esta misma Corporación en casos similares a los que ahora es objeto de estudio, por vulneración al derecho de petición, al considerar que en efecto la entidad accionada había quebrantado tal garantía por la mora en responder lo solicitado, pero al haberse verificado dentro del trámite constitucional, así fuera de manera tardía, que se había entregado la respuesta pertinente, se optaba por declarar la carencia actual del objeto por hecho superado.

Y precisamente, en diversas ocasiones, cuando arribaban a esta Sala en sede de impugnación tutelas en las que se evidenciaba tal circunstancia, se era del criterio que al haberse proferido la sentencia de primer nivel conforme a derecho, debía procederse a su confirmación, para luego decretarse la carencia actual del objeto por hecho superado.
No obstante, hubo de variarse tal posición por cuanto en sentencia de Tutela dictada por la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, se estimó que en estos casos la decisión a asumirse sería la de negar la protección invocada, al carecer de sentido tutelar y a su vez declarar la existencia de dicho fenómeno. Al respecto y con fundamento en la Sentencia T-357 de 2007, en la mencionada providencia se indicó: “[…] Finalmente, la Sala considera oportuno aclarar que cuando se configura un hecho superado la decisión que debe adoptarse ha de ser la de negar la protección deprecada, pues ningún sentido tiene tutelar y a su vez declarar la existencia de dicho fenómeno, como lo decidió el Tribunal, que sin pretender endilgar alguna irregularidad, sí se puede calificar como una imprecisión que debe corregirse” 
. 
En el caso objeto de estudio, se aprecia que el funcionario de primer nivel actuó de similar manera como había procedido con antelación esta misma Corporación, pero a la hora de ahora y con fundamento en los planteamientos de la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, debe señalarse que al haberse dado respuesta a la solicitud que elevó el apoderado de la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ por parte de la Secretaría de Educación con antelación a emitir la sentencia constitucional, lo correcto era negar el amparo por haberse presentado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo pide el recurrente. 
En ese orden de ideas, se revocará la sentencia dictada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición del que es titular la señora GLORIA MARÍA GONZÁLEZ DE PATIÑO, y en consecuencia se negará la protección exigida, al configurarse la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado
.
Así mismo se prevendrá a los funcionarios vinculados a esta acción constitucional, para que adopten las medidas tendientes a evitar que a futuro tengan ocurrencia nuevamente situaciones como la que fue objeto de este trámite, por lo cual se instan para que dentro de los términos de ley, den respuesta dentro de los plazos de ley a las peticiones elevadas por la ciudadanía.
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), y en consecuencia se NIEGA el amparo reclamado, por tratarse de un hecho superado.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� Ver folio 74.


� CSJ STP, 22 feb. 2018, 96708.


� Ver, entre otras, sentencia T-330 de 2017. 
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